
OBSERVACIONES Y SUGERENCIAS DE LA VOCALÍA DEL CERMI (DISCAPACIDAD) EN LA COMISIÓN PERMANENTE DEL CATSI AL ANTEPROYECTO DE LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES
PROPUESTA 1. Art. 3. Objetivos y Principio de la Ley

Dar nueva redacción a la letra a) de este artículo, que quedaría así:

“Promover el desarrollo del sector de las telecomunicaciones, así como la utilización de los nuevos servicios y el despliegue de las redes, fomentando la conectividad y la interoperabilidad extremo a extremo de redes y servicios de comunicaciones electrónicas y el acceso a éstos, en condiciones de igualdad y no discriminación, e impulsar la cohesión territorial, económica y social”.


JUSTIFICACIÓN

Su objetivo es incluir el principio de la no discriminación en los objetivos y principios de la Ley.

PROPUESTA 2. Artículo 3, letras i) y j).
Se da una nueva redacción a la letra j):

“j) Salvaguardar en los mercados de telecomunicaciones la satisfacción de las necesidades de grupos sociales específicos en igualdad de oportunidades y no discriminación de las personas con discapacidad, las personas mayores, las personas en situación de dependencia y usuarios con necesidades sociales especiales. A estos efectos, podrán imponerse obligaciones a los prestadores de los servicios para la garantía de dichos derechos. En lo relativo al acceso a los servicios comunicaciones electrónicas de las personas con discapacidad o en situación de dependencia, se fomentará el cumplimiento de las normas o las especificaciones pertinentes relativas a normalización técnica publicadas de acuerdo con la normativa comunitaria.”

JUSTIFICACIÓN

En principio la propuesta recoge el contenido del articulo 3,f) de la actual LGT. Sin embargo, en la letra j) se habla de “promover” en los mercados de telecomunicaciones la satisfacción de las necesidades de grupos sociales específicos en igualdad de oportunidades y no discriminación de las personas con discapacidad, mientras que en la vigente redacción se establece como uno de los objetivos y principios de la ley “salvaguardar” esos mismos derechos, lo que en nuestra opinión refuerza la protección del colectivo, por lo que se debería mantener ese verbo.

Por otro lado, en el anteproyecto no aparece el siguiente párrafo, recogido en el mismo artículo 3,f) de la actual LGT: “A estos efectos, podrán imponerse obligaciones a los prestadores de los servicios para la garantía de dichos derechos. En lo relativo al acceso a los servicios comunicaciones electrónicas de las personas en situación de dependencia, se fomentará el cumplimiento de las normas o las especificaciones pertinentes relativas a normalización técnica publicadas de acuerdo con la normativa comunitaria”. Esta previsión supone una mayor protección para las personas con discapacidad y en situación de dependencia, por lo que consideramos que debe mantenerse, añadiendo en todo caso la mención a las personas con discapacidad, y no solo a las en situación de dependencia, ya que la discapacidad es una realidad mucho mayor que la dependencia, que es una parte de aquella.
PROPUESTA 3. Artículo 5. Principios aplicables.

Sustituir el apartado 3, por el siguiente texto:

“Cualquiera de esas medidas relativas al acceso o al uso por parte de los usuarios finales de los servicios y las aplicaciones a través de redes de comunicaciones electrónicas, que sea susceptible de restringir esos derechos y libertades fundamentales solo podrá imponerse si es adecuada, proporcionada y necesaria en una sociedad democrática, y su aplicación estará sujeta a las salvaguardias de procedimiento apropiadas de conformidad con la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, con la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, con los principios generales del Derecho comunitario y con la Constitución Española.”

JUSTIFICACIÓN

Incluir referencia a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
PROPUESTA 4. Artículo 10. Obligaciones de suministro de información.

Modificar el apartado h):

“h) Comprobar el cumplimiento de las obligaciones que resulten necesarias para garantizar un acceso equivalente para los usuarios finales con discapacidad y que éstos se beneficien de la posibilidad de elección de empresas y servicios disponibles para la mayoría de los usuarios finales, garantizando la igualdad de oportunidades, la accesibilidad universal y la no discriminación de las personas con discapacidad”.

JUSTIFICACIÓN

Enmienda técnica para clarificar el objetivo de este precepto.

PROPUESTA 5. Artículo 22. Números armonizados para los servicios armonizados europeos de valor social.
Se modifica el apartado 2

“2. El Ministerio de Industria, Energía y Turismo adoptará las iniciativas pertinentes para que los usuarios finales con discapacidad puedan tener acceso a los servicios prestados a través de los números armonizados europeos que comienzan por las cifras 116. En la asignación de los números armonizados europeos que comienzan por las cifras 116, el Ministerio de Industria, Energía y Turismo establecerá las condiciones de accesibilidad que faciliten el acceso a los servicios prestados a través de estos números por los usuarios finales con discapacidad, entre las que se incluirán, en función del servicio en concreto de valor social que se trate, la de posibilitar la comunicación total a través de voz, texto y video para que las personas con discapacidad sensorial no se queden excluidas.”

JUSTIFICACIÓN

“…en la mayor medida posible…” debe ser eliminado de artículo 22.2, ya que la accesibilidad a los servicios armonizados de valor social ofrecidos a través de números armonizados debe ser plena y no estar sujeta a ningún condicionante. 

Siguiendo en el mismo párrafo, debería quedar suprimido “…entre las que podrían incluirse…” y establecerse en tono afirmativo “entre las que se incluirán…” ya que en necesario posibilitar la comunicación total a través de voz, texto y vídeo para que las personas con discapacidad sensorial no queden excluidas. 

PROPUESTA 6. Art. 25. Servicio Universal

Dar nueva redacción al número 1 de este artículo, que quedaría así:

“Se entiende por servicio universal, el conjunto definido de servicios cuya prestación se garantiza para todos los usuarios finales con independencia de su localización geográfica y de sus circunstancias personales o sociales, con una calidad determinada, y a un precio asequible."

Dar nueva redacción a la letra d) de este mismo número 1, que quedaría así:

“Exista una oferta suficiente de teléfonos públicos de pago u otros puntos de acceso público a la telefonía vocal en todo el territorio nacional, que satisfaga razonablemente las necesidades de los usuarios finales, en cobertura geográfica, en número de aparatos u otros puntos de acceso, en accesibilidad de estos teléfonos por los usuarios con discapacidad y calidad de los servicios y que sea posible efectuar gratuitamente llamadas de emergencia desde los teléfonos públicos de pago sin tener que utilizar ninguna forma de pago, utilizando el número único de llamadas de emergencia 112 y otros números de emergencia españoles que serán accesibles para las personas con discapacidad”.
Se ofrece una nueva redacción al apartado 2:

2. Reglamentariamente se adoptarán medidas a fin de garantizar que los usuarios finales con discapacidad también puedan beneficiarse de la capacidad de elección de operadores de que disfruta la mayoría de los usuarios finales. Asimismo, podrán establecerse sistemas de ayuda directa a los consumidores que sean personas físicas con rentas bajas o con necesidades sociales especiales.


JUSTIFICACIÓN

La propuesta pretende mejorar la definición del servicio universal incorporando la garantía de su acceso a todas las personas no solo con independencia de su lugar de residencia sino también de sus circunstancias personales o sociales.

Por otra parte, se extiende la accesibilidad de las personas con discapacidad también a los números de emergencia.

En el apartado 2 se hace imperativa la adopción de medidas elección de operadores por usuarios finales con discapacidad.
PROPUESTA 7. Art. 52. Regulación de las condiciones básicas de acceso para personas con discapacidad

Dar nueva redacción a la introducción de este artículo, que quedaría así:

“Mediante real decreto se establecerán las condiciones básicas para el acceso de las personas con discapacidad a las tecnologías, productos y servicios relacionados con las comunicaciones electrónicas. En la citada norma se establecerán los requisitos que deberán cumplir los operadores para que los usuarios con discapacidad:

a) Puedan tener un acceso a los servicios de comunicaciones electrónicas en igualdad de condiciones y de oportunidades que el resto de usuarios finales”

JUSTIFICACIÓN

Se trata de que la regulación de las condiciones básicas sea obligatoriamente regulada por Real Decreto y no solo una facultad del Gobierno. Por otra parte, los términos de acceso “equivalente” nos parecen muy ambiguos, por lo que creemos que el acceso a los servicios de comunicaciones electrónicos de las personas con discapacidad debe hacerse en igualdad de condiciones.

PROPUESTA 8. Art. 54. Transparencia y publicación de información
Dar nueva redacción a la letra f) del número 3, que quedaría así:

“Mediante real decreto se podrán regular las condiciones para garantizar que los operadores de redes públicas de comunicaciones electrónicas o servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público:

f) Informen de forma periódica y detallada a los abonados con discapacidad de los productos y servicios dirigidos a ellos, así como de los servicios, contratos y condiciones de los mismos, facturas y demás documentación, de igual forma que el resto de los usuarios, información que, en todo caso, tendrá que ser proporcionada en formatos accesibles para todas las personas”.

JUSTIFICACIÓN

Su objetivo es ampliar los términos de la información a los abonados con discapacidad.
PROPUESTA 9. Art. 61. Facultades del Gobierno para la administración del dominio público radioeléctrico

El texto propuesto es:

“El Gobierno desarrollará mediante real decreto las condiciones para la adecuada administración del dominio público radioeléctrico. En dicho real decreto se regulará, como mínimo, lo siguiente:

Añadir lo que sería la letra d)

d) “La reserva por parte de los radiodifusores de la porción de espectro radioeléctrico necesaria para poder emitir contenidos de televisión accesibles con subtitulado, audiodescripción y emisión en lengua de signos para personas con discapacidad sensorial, de conformidad con lo establecido en la Ley General de Comunicación Audiovisual. Las redes públicas de comunicaciones electrónicas utilizadas para la distribución de servicios de televisión digital deberán disponer de capacidad para distribuir programas y servicios de televisión de formato ancho. Este ancho mencionado deberá, por su parte, permitir el envío de la información suficiente para garantizar la accesibilidad al contenido de los programas por las personas con discapacidad, mediante el uso del subtitulado, la audiodescripción y la emisión en lengua de signos”.

JUSTIFICACIÓN

Esta propuesta trata de garantizar que la porción del espectro radioeléctrico y las redes de comunicación electrónica permitan los contenidos de televisión accesible.

PROPUESTA 10. Artículo 77
Se propone añadir un nuevo apartado 33, que diga:

“El incumplimiento por los operadores de las condiciones de acceso por personas con discapacidad y de los requisitos que deban cumplir para garantizar dicho acceso”.

El apartado 33 pasa a ser 34.

JUSTIFICACIÓN

Con objeto de dar una mayor relevancia y dotar de mayor protección a las personas con discapacidad, entre las sanciones que se establecen se debe incluir alguna referencia concreta al incumplimiento de las obligaciones que corresponden a los operadores del sector en relación con dicho colectivo. En este sentido, aunque en el punto 16 del artículo 77 del anteproyecto se recoge, como infracción grave, “la negativa a cumplir las obligaciones de servicio público según lo establecido en el título III de la Ley y su normativa de desarrollo” (este tipo ofrecería cobertura para las reclamaciones de personas con discapacidad), sugerimos incluir una infracción grave más específica, con una posible redacción como la siguiente: “El incumplimiento por los operadores de las condiciones de acceso por personas con discapacidad y de los requisitos que deban cumplir para garantizar dicho acceso”.

PROPUESTA 11. Disposición adicional quinta del Anteproyecto: El Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información.
Dar nueva redacción al número 2 de esta disposición, que quedaría asÍ:

“El Gobierno, mediante real decreto, establecerá la composición y el régimen de funcionamiento del Consejo Asesor de las telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información, cuyos miembros representarán a la Administración General del Estado, a las Administraciones autonómicas, a la Administración local a través de sus asociaciones o federaciones más representativas, a los usuarios, incluyendo a los discapacitados a las personas con discapacidad y sus familias, a través de su organización más representativa, a los operadores que presten servicios o exploten redes públicas de comunicaciones electrónicas, a los prestadores de servicios de comunicación audiovisual


JUSTIFICACIÓN

Enmienda técnica para sustituir el término “discapacitados” por “personas con discapacidad y sus familias”, que es el que preceptivamente hay que utilizar (por mandato de la Disposición Adicional Octava de la Ley 39/2006, de 14 de noviembre).
PROPUESTA 12. Disposición adicional séptima. Obligaciones en materia de acceso condicional, acceso a determinados servicios de radiodifusión y televisión, televisión de formato ancho y obligaciones de transmisión.

Nueva redacción del apartado 4:

“4. Mediante real decreto aprobado por el Consejo de Ministros podrán imponerse, como obligaciones de servicio público, exigencias razonables de transmisión de determinados canales de programas de radio y televisión, así como exigencias de transmisión de servicios complementarios para posibilitar el acceso adecuado de los usuarios con discapacidad, a los operadores que exploten redes de comunicaciones electrónicas utilizadas para la distribución de programas de radio o televisión al público, cuando resulte necesario para alcanzar objetivos de interés general claramente definidos y de forma proporcionada, transparente y periódicamente revisable.”
Se elimina la expresión “si un número significativo de usuarios finales de dichas redes las utiliza como medio principal de recepción de programas de radio y televisión”, puesto que, si a priori no se facilita el acceso, es imposible llegar a tener un número significativo de usuarios con discapacidad utilizando esas redes.
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